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Solio izada por el señor senador Alasino

Orden del Día N" 214 - Hurto de Automotores

Se trata de un proyecto de ley que p,.i' tercera sez
Ilegu ou condiciones tener notado en este ''cci ato. En la
primero oportunidad tusa o1 Orden del Día N" 780/94.
qe, on virtud dle uua c ric de todas (le sui nos su•uadores
del Idodp nc radial lile girado uuesa...e, le a comisión
pala 511 lo 'e s:u nona. Poslr riornunte con la ( )Id(']] del Día
N" 7 15/9.5 no lli l(ó u suuciun:u'ac, dado qoe Se le, autó la
se.iGu por ¡alar de qudrnnn lit cl día de so ti:t;uuicnto.

VII :upicllas do, primeras oportunidad'.. el proscuto
quo lit,, esta eu consideración :con loa', nodificacinnesl
Lubía síd,, originado au la Limara de Dip,itados. a través
de uua in íciutisa del diputarlo Iiénmud'-i.. Lo que su-
col¡,¡ ' 1 1 ( 1 1 1 última tlieLunru (L- 1995_ caducó
el ponsdi' scoid, en res fisión. Solo quedó co, estado
p.ulanno uranio. oonnn inici;tisa <n•uo rada Iror el Senado.
o1 pro',to dol sonador AIurüuez Alnunb•s ur quo en la
prrsrnl,, loruadn p:ulunantaniu se aprea i a sor s:au'io-
uaJo coa ;d'nmas nwrlífiaicioucs normo'- que ti, bucen
nl fondo snawiliso dc! lema dol pn na•c1''.

\ tono, del ( )rdou d(1 Día V214 (II este años se iu-
Innluceu s,uia. nnodüicncioues u artículos dol Cddigu
I'cn;d en cuanto u los delitos dlo l l nb, .,iras ato Ful-
silicacidni. Tumbien se dorugau a tras(', del misnw'a-
los niendo, dol decreto les 0..512/55 ti 'l'-nido a la i'egis-

tracióo do aua^nn dores.

Coun i u, no otario iniciad debemos sanada, que el pro-
pAsito Iimd;uua nLd del pon octu e. hay crse ceo de la
dochiua s la jurisprudencia de nncshs^ raí., cn el sen-
ti(lo de derogar las normas reprosisa5 'lel drei'etr, len
(is51'_/5S- toda sez que pomo on pugna r;nrantias ennsti-
luciou;do. dada la dospruporciou de se, pellas. Por otro
lado, toda, las conductas dclietisas sím' dadas a la pro-
piedad untonnotor -precintas vil los , etícnlos tjel de-
el( U) los que se pripicia derog,o''- s.' se encuentran
descriptas por el (,rtli n, Panal. De su d' ',o ación oo sur-.
gira 1111 sacio legal. sinu nnlr adecuación de normas dis-
persa' -a ludas luces dc.proporciouud,is s con si vio de
ileyitiwidlad constih ncion;d- s,,stantad.r; en criterios ele
dcspropnrcioualidad ^•ntre las an(luct." rcprocbadas v
sus panas, s isla leedle la i'ptiea de otras ligaras delictivas
con Munes jurídicos tutelados mas sal, „os que la pro-
piedad.

Muchos se preguntan cómo es que h:i perdurado esta
legislación propia ele un gobierno de bel') a partir del ad-
venimiento democrático (le 1983. Los tipos penales exa-
minados en el presente proyecto de le, son establecidos
por el decreto 6.582/58 y ratificad'' por ley 14.467. Estas
normas fueron derogadas por las leyes 1'1.567 y 17.812, y
fueron dictadas durante el gobierno di' Ongnía. Recu-
perado el gobierno democrático, y en el afán de derogar
toda norma de facto, deroga en su totali, lid la ley 17.567,
mediante la ley 20.509 de 1973. La que no se tuco en
cuenta, más allí del destacable prop'sito democrático,
es que se derogaba una norma de facto que a su vez de-
rogaba otra norma de facto anterior. Regresado un go-
bierno militar en 1976, éste dicta la ley 21.338 dero-
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gando los mismos artículos del decreto 6.582/58 (en ese
momento en vigencia) que sustenta el dictamen ahora en
consideración. Ya en 1983, durante el gobierno del pre-
sidente Alf(msín, la ley 23.077 -'Ley de Defensa de la
Democracia"- deroga toda norma de facto; v con ello la
ley 21.338, por lo que se puede inteligir que esta cadena
de derogaciones v ratificaciones -y así lo entiende la
doctrina y la jurisprudencia- ha concluido con la per-
manencia y vigencia del decreto-ley 6.582158 en toda su
extensión.

La exagerada desproporción de las penas

Este es el principal argumento que sustenta la crítica
al régimen de sanciones del aludido decreto. Su mayor
desproporción reside en el artículo 38 que agrasa el robo
de automotor con armas con una pena mínima de 9 años,
superior a la mínima del homicidio simple (S años) que
tutela un bien jurídico superior que la propiedad. Por
este motivo el Código Penal mantiene una adecuada pro-
porción de penas, que son más o menos contundentes en
relación al bien jurídico tutelado. En el delito de robo de
automotor con armas (artículo 166 pinto 2) el Código
prevé una mínima de .5 años y una máxima de 15, te-
niendo en cuenta una econ''mia que es indispensable
para responder al principio (le proporcionalidad de las
penas.

También con respecto a la desproporción es impor-
tante destacar que el decreto de marras altera, en el ar-
tículo 38. introduce un criterio ajeno a la estructura del
Código, por el cual el mínimo de la pena representa casi
la mitad del máximo (9 a 20 años). La norma que se pre-
tende derogar rompe el equilibrio de considerable anr
plitud entre el mínimo s- el máximo de la escala penal, y
que puede observarse a lo largo del Código.

En las demás conductas tipificadas en el decreto tam-
bién se altera la proporcionalidad de las escalas penales.

Lar jurisprudencia

- El tema de la desproporcionalidad fue llevado a la
Corte en los autos "Martínez, J.A.' y `Gómez, R.", el6 y
8' de junio de 1987, respectivamente. Esta resolvió que
la escala penal era inconstitucional por conculcar los
priucipos constitucionales de igualdad y de proporciona-
lidad de la pena. En sus fundamentos recalcó el argu-
menta del mínimo superior al mínimo del bien jurídico
vida, En general recibió elogios de la doctrina, salvo con
respecto a cuestiones formales referidas a la imposibi-
lidad de la Corte de declarar la inconstitucionalidad de la
pena pero no la del delito en sí mismo. A partir de esos
fallos la jurisprudencia se alineó en esa postura hasta que
en otro fallo del 14 de masa de 1991, con una nueva inte-
gración, en el caso `Pupelis, Dl." revirtió la anterior in-
terpretación. En efecto, dijo que el Poder Judicial no
puede declara' la inconstitucionalidad de la escala penal
por tratarse de una decisión reservada al Poder Legisla-
tivo. Fue relevante el soto concurrente del ministra Le-



1

2450 CAMARA DE SE NADORES DE LA \ACION Reunión 1.5,

cene que resolvió en su dictamen oficiar a las Cámaras
Legislativas a fin de rever las escalas punitivas del de-
creto 6.582158 para "evitar que sil severidad pueda de-
rivar en condenas que excedan las necesidades de polí-
tica criminal".

Este último fallo no hizo más (lile brindar mayor inse-
guridad jurídica, habida cuenta q.ue hasta el día de hoy
numerosos tribunales siguen declarando de oficio la in-
constitucionalidad de la pena, o aplican la escala corres-
pondiente al delito de robo con al mas -que disminuye
el mínimo a 5 años-, en tanto los fiscales convalidan ese
temperamento al no apelar la sentencia . He aquí otra
razón de peso que justifica la inte rvención legislativa.

El proyecto no (lespenali_a conductas

Una de las críticas que se formularon el año pasado
cuando se debatió un dictamen del mismo tenor que el
presente, fue el argumento (le que con la derogación de
algunos tipos penales del decreto 6.582/58 quedaban ¡ni-
punes varias conductas. Esto no es así. Todas las figuras
derogadas va se encuentran previstas en el Código
Penal¡ y las que no tenían prevision se introducen en la
iniciativa que proponemos . Ellas sum

a) El artículo 33 del decreto es reemplazado por el
nuevo inciso 5" del artículo 289 del Código, y se refiere a
la falsificación de la numeración individualizadora de un
objeto registrable.

b) El artículo 34 está contemplado en el 294 del Có-
digo Penal. Se refiere a la destruo ióu o supresión de un
documento público.

e) La figura del artículo 35 incis'• 1) queda encuadrada
en el artículo 292, 2" párrafi, del Código Penal (cuando
un documento adulterado se reficle a la propiedad auto-
motor).

el) La hipótesis del inciso 2) del artículo 35 quedará
subsumida en el nuevo inciso .i' dad artículo 289 del Có-
digo Penal (el que modifica o altera la numeración indivi-
dualizadora de un objeto registrable).

e) La conducta del artículo 37 (1,1 decreto que se de-
roga queda encuadrada eu el artíenli 171 inciso 7" del
Código Penal (usar un velúcudo ,¡ello en forma ilegí-
tima).

f) La antes aludida figura del articulo 38 está prevista
en el artículo 166 del Código Penal (robo con armas).

g) Finalmente el artículo sin nínnero agregado al de-
creto se encuentra albergado por el artículo 293 del Có-
digo Penal (falsedad ideológica).

Ajustar la legislación penal a los parámetros del Có-
digo Penal no implica de ninguna ni -uvera adaptar escalas
penales nimias o benignas.

En definitiva: se derogan los artículos 33 a 39 del de-
creto-lec 6.582/58; y se introducen modificaciones a dos
artículos del Código Penad para contemplar dos Figuras
no previstas en el mismo v que sola de t, ugatarias de aquel
decreto. Se persigue homogeneizar íos criterios penales
de leyes especiales con el código de fúndo.

Conclusión

La protección de la propiedad del automotor no puede
depender de la gravedad (le las penas cuas que se con-
minan ciertas delitos , sitio de la eficacia de la tarea de se-
guridad y prevención del delito. En ese. sentida , de nada

-valdrán penas excesivas si no hay adecuada preyenci,fiu.

El incremento del delito contra la propiedad autuviotur
refuerza la idea de que la gravedad de las penas aso ha
hecho mella en los delincuentes . Esta es la intención de
la Comisión de Asuntos Penales y Regímenes Carcela-
1ios al punpugnar del Poder Ejecutivo la elaboración v
ejecución de un programa federal de prevención del de-
lito contra la propiedad automotor, cavo análisi s fue ob-
jeto en el Orden del Día N" 743 /95, por el cual se solici-
taba al Poder Ejecutivo nacional la i niplenientación de
un amnbici,so plan de prevención del delito contra auto-
niutares, con un alcance nacional ^' con la coordinación v
colaboración de organismos y fuerzas policiales de todas
las provincias . Pretendía ese procertru acentuar la faz
preventiva encaminarla a desalentar estos delitos, en el
entendimiento de que con mnavores penas para estas fi-
gurar penales no han dlcuuinuido los índices delictivas;
por el contrario , han aumentada en proporciones alar-
mantes, las que demuestra una vez más el fracaso de esa
política eriminal orientada a partir de un gobierno de
facto v tolerada hasta loc.

`Par otro lado debe también enfatizarse que la conside-
ración de este orden del día no (obedece a uno de los tú-
picos acordados en oportunidad de los recientes nwtiues
originados en diversos lugares del país (debe i'enrd irse
que la aprobación de este provecto ha sido una de las
banderas levantadas por los amotinados ). El¡ efecto,
debe recalcarse que esta discusión en el Congreso no es
de hoy ni del ano pasado : ha estado en la voluntad de loas
legisladores desde hace va varios años c que ni) se trata
de una cuestión meramente coyuntural , sino debida-
¡¡lente reflexionada Y meditada . La circunstancia (le que
aso fije aprobada con anterüa -idad tiene su motiva en la
férrea campaña desatada por algunos medios v demás eo-
municadores defenestrando esta iniciativa con argu-
mentos efectistas v golpes bajos , que en hicieron otra
cosa que generar infundada invertid unbie el¡ nachos
ciudadanos.

Solicitada po r el señor senador Villarroel

I'aUi I?1 SI , UIS I.I .

El Senado y Canora dr Dipu/ndm ..

ROBO DE AL IMIO1011 O\ A RMAS
\IODIPIC.\CION DE ES( \L\ I'E\A1.

Actívalo 1"- Alodilic:n, r1 artacnlo 3S del Ir
9fi5S2 /5s, que qucd:uxí rodncladn d. 1 .¡--u, ..lo

\¡ticuln :3b: Si r ti,ta,,,, do iu.l.nn,.l..n'_ I..,
pool:, que o indican , ii lo, arria J— d,'1 Coa di ..,
¡'ruso que .o ¡)lo uri..nan u t',ltioo;.. i..n .. rJu la.
sigoiru L.'.:

Dr un u..'. a lics .iúu..

\rla( ul.. 1li:3: 1)r nu., .. aria uG...-

I#J
EZH

p#i
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Artículo 166: I)t• cinco a veinte años

Artículo 167: De tris a quince anos.

Art. °_"-Cuto uníyuene ul Poder I.,jeentit o.

filio G. 1"illarrur1,

FUNDAMENTOS

Soñun' presidente:

El propósito ele este erudito de le'. eco
del recht no geuordizado de I•, doctrinas ju^ ísprudenciu
penales ele q nestro pais. es cl de uodifi, ar la escalo
penad del delito de robo de automotor agr:n udu por el
uso de arnuts uutícnlo 3.5 del deereh,-lec Ii.iS2/,351_ dis-
minnreudo la pula, ntíniu,u 0slablecida s unifitalido el
criterio de :unen;tza penal del cenit, de Ius delitos n•li•-
ridos por el a tículo,

La historia Iegislatisti de la morilla ele u,.rrras es tor-
lnusa s conlradietolia. Los tipos peales bajo e\anu•u
sito establecidos por decreto-Iev (i...3SJ3S. ratiócado por
ley 1 (.467. Estas oorneu sito derogadas por Iotas 1
c 17.S12. dictadas darmte el gnhioru„ de act,, del ge-
neral Ongautía. Rocuporndo ol orden denu,crítico, el
Congreso de la Nación. oil sn ;dilo de td iwi mar toda
'orilla penad establecida dnrude el período de lacto. de-
roga ni toto mediante lec 211...3119 del afro 1973 lit loe
17.567. rcest;ddccioudo load-ertidauu•ute 1t s i_mnciu de
las normas penales ele uuuras. Coa unesa los de facto.
esta vez la 21.33S del :tfu, 1976 doru_a los artíenlos :3:3 a
to (¡el decreto-Ice 6.552/.35.1 unes:mn•nb• ¡¡]lit les san-
cionada órnate un gobieruu denoertiticu -ju,at:uueute
Ilantada "Lec ele Di feusa de la Dennmracia . lec
23.077- del., -t la les 31.3deteroiuan, l' la rrrnpe-
ración de la vigencia de las normas que esta última había
den,gadu. l: ta cun£nsa cadena de deroguo^unrs s rella-
bilitacioues fue Interpretada por la jurispnulruciu en el
sentido ele reestablect'r la sigo ocia de loro u,'rmas penales
que preten,dentos nodific:u' i eti.: (tintar;, Aaciouai (:ri-
utinal v Correccional. `Pillado. A.— del 18-9-S6 Cálliala
I'cderd VIcnduza,"Santana. C. del 27-l0-S7i.

Desde hace tiempo se Iesantusn, socos ae,i;lundu la
grane desproporción ele lit pena mílliala tau la que se
a menaza la comisión del delito (le robo ale antona,tor eta
acotas (nueve años), en coniparacidn con las penas ntí-
nioa,s de otros delitos cucos bienes jutídi(.,s protegidos
se cousidemn morís valiosos al hnnticidii simple -ar-
tículo 79. Código Penal- tiene tala pena ndninra de
ocho :mas) o de igual jerarquía tel cubo con armas -:u-
tícnlo 1(i(¡, inciso 2. Código Penad- tiene una pena q ti-
nintu de cinco años). ademtis de ello. se ti ¡ta de uno de
Lea pocos delitos en los que el ,uínimn de la escala (nueve
;ulost coustituve poco menos que la mitad del ncívtnu,
isreinte mitos). En el homicidio simple. p, n' t'ientpL,, el
ntíniuw tocho años) es poco menos que 1511 tercio del uní-
sinto Iveinticineo años). Fu el robo (artículo 1(í 1. Código
penal). el ntíninto es de un mes v eI misiona de seis años.
La norma que se pretende unalific:u- rontp,• el equilibrio

de este Iwinintetn, de considerable autplihul entre' nd-
ninu, v mávinm, ele la escala penal, que s,• observa a lo
largo del Código Penal.

La particular dureza de la pena mínima llevó a varios
tribunales a interpretar con inusual estrictez los requi-
sitos de configuración del delito (confrontar Cámara Na-
cional Criminal v Correccional sala VI "Cerilla' en
I. A. 1986-1v'-:552: Superior Tribunal de Justicia de
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Entre Ríos, "Rodríguez, M. A." en "J. A." semanario
5.660 del 21-2-90, página 36; cfi'.: también Cavallero, R.,
Irrazonabilidad de la protección penal de automotores,
en Doctrina Penal, año 1987). El tema llegó a la conside-
ración de la Corte Suprema de justicia, que, en su con-
formación de cinco miembros, decidió en los casos "Mar-
tínez, J. A." y "Gómez, R.", del 6 y 8 de junio de 1989
respectivamente, que la escala penal del delito era in-
constitucional, por violar el principio de igualdad y el de
proporcionalidad de la pena. El fallo recibió críticas mna-
voritariamente favorables de la doctrina, v en los casos
de objeciones, éstas se dirigieron a la posibilidad de de-
clarar la inconstitucionalidad de la norma por parte de la
Corte, y no a la desproporción de la pena (cfr.: García,
J., El legislador no puede sustituir al constituyente, en
"J. A." 1990-111, página 799). La jurisprudencia se enco-
lumnó generalmente bajo esta interpretación de la Corte
Suprema, hasta tina nueva sentencia del alto tribunal,
esta vez en su formación ampliada a nueve miembros.

En el fallo "Pupelis , M.", del 14-5-91, la Corte Suprema
revirtió la interpretación, afirmando que no corresponde
al Poder judicial declarar la inconstitucionalidad de la
norma, por tratarse la fijación de penas de una decisión
de política criminal reservada al Poder Legislativo. Sin
embargo, en el voto concurrente del doctor Levene, que
comparte el decisorio de la mayoría, se señala la evi-
dente desproporción de la pena, por lo que el dictami-
narte resuelve "oficiar al Poder Legislativo a fin de que
se contemple la reforma de las escalas penales del ar-
tículo 38 decreto-ley 6.582/58 con el fin de evitar que su
severidad pueda derivar en condenas que excedan las
necesidades de política criminal (cfr.: Voto del doctor
Levene en la Corte Suprema de la Justicia de la Nación
"Pupelis", en'-J. A.", 1991-111). Si bien se ha producido
un cambio jurisprudencia(, numerosos tribunales siguen
declarando de oficio la inconstitucionalidad de la pena, o
directamente aplicando la escala penal correspondiente
al delito de robo con armas, disminuyendo de hecho la
pena mínima, en tanto los fiscales convalidan este tem-
peramento al no apelar la sentencia (cfi'.: Tribunal Oral
en lo Criminal N" 7 de la Capital Federal, "Anderson",
del 24-6-1993). Incluso varios tribunales de la Capital
Federal han decidido reiterar el procedimiento del oficio
al Poder Legislativo, con el fin de que se impulse una
solución al tema (cfr.: Cámara Nacional en lo Criminal y
CorreccionaLsala VII, "Fleitas Balbuena" del 20-8-91, en
"La Ley", 1992-B, página 292, con remisión a una deci-
sión anterior, "Sosa", del 27-5-86). La inseguridad jurí-
dica que genera este tipo de solución pretoriana urge
una respuesta legislativa que dé cuenta del problema
(cfr.: Boinsky, C., Iba Constitución y las penas crueles y
desproporcionadas, en "La Ley 1992-B, página 291).

Con respecto a la solución que propugno, consiste no
en la disminución de la escala penal, sino sólo de la pena
mínima de la escala, con lo cual la escala queda am-
pliada. No se priva a los jueces de la posibilidad de se-
guir aplicando penas situadas dentro de la escala actual si
la gravedad del delito lo requiriese, pero se les permite
también dictar condenas inferiores, respetuosas de los
principios de igualdad y proporcionalidad de la pena. El
mínimo elegido es el del robo con armas, solución que
permite al juzgador graduar la agravación que corres-
ponde al objeto del delito, es decir, el automotor.

Por razones de miformidad de criterios, se hace ex-
esta xnipliación de la escala penal al resto de los
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delitos previstos en el mismo artículo, haciendo coin-
cidir el mínimo amenazado con el de los tipos básicos a
los que se remite la norma.

Por estas razones solicito al señor presidente se
apruebe el presente proyecto de ley.

Pedro G. Villarroel.

3

Solicitada por la señora senadora Fernández Meijide

01

K

Observaciones al dictamen de la Comisión de
Legislación General de modificaciones al Código

Procesal Civil y Comercial (le la Nación

De acuerdo a las consideraciones que seguidanietite
expondré planteo ni¡ disidencia respecto a los siguientes
atícelos del dictamen:

Artículo 2": que eliniiua la recusación sin expresión (le
causa, nrecanisnur que en nmcbos juicios resulta ú til .sin
dilatar el procedimiento dencmi

Artículo 9": que considera qm' lit interposición (le re-
cursos que se consideren inadmisibles puede justificar la
declaración (le temeridad o nelti'¡a. Propongo ma canibio
en la redacción,

Artículo 14: que prevé la notificación notarial eviden-
ciando ni¡ intento de prisatizacaín de las notificaci' mes
judiciales.

Artículo 15: que precé coum principio la identificación
por testigos en la notificación litera de domicilio- brin-
dando inseguridad jurídica.

Artículo :3:3: que ante lit grane crisis social que atra-
Mesa nuestro país la desucup ' lón inmediata confignla
una medida extrema que podrir ntudificarse otorgando
un plazo Pala lit desocupación.

Artículo 2": /

Sustituye el artículo 14 del (;digo Procesal que esta-
blecía la recusación sin expresión (le causa.

En primer término entiendo que es inconveniente eli-
minar la recusación sin causas si que es uno de los me-
dios más eficaces en manos dr• los litigantes para sus-
traerse de los malos jueces. 1, j stt figura procesal es
defendida por tratadistas como A],sina o De Gregorio
Laxié, va que existen circunstmcias no previstas eu el
a,lículo 1S, así corto también que las causales de los in-
cisos 8 a 10 son de mu' difícil prueba.

Pi r otra parte, la experiencia tribunalicia indica que la
recusación sin cuca no implica sisa demora en el trántite
del proceso de más de cuatro (11 a cinar (5) días, por lo
que no resulta institución que desuse el trámite del pro-
ceso. Sobre esto último se pueden pedir informes a los
centros de computación (le las cámaras de apelaciones
para que informen enánto tiempo transcurre entre que
se produce la recusación c que sl nuevo juez comienza a
intervenir

El resto del artículo adolece de un defecto de redac-
ción que es producto de haber ido redactado para ruta
recusación sin causa y por lo tanto resulta casi absurdo
cuando su texto se pretende utilizar para una recusación
con causa. Asimismo resulta contradictorio del artículo
18 del CPC que establece qme podrá interponerse
cuando la causal sea sub re'ini,nte, lo que se deberá
llevar a cabo al 5" (quinto) di,¡ de su cunocinientu; a
modo de ejemplo podemos seuialar que resulta absurdo
que sólo se pueda recusar una sola vez c en una oportu-
nidad precisa del proceso va que existiendo causal ele re-

casación, ésta debe ser 1lecada a cabo en cualquier sur
nieuto del proceso en que quien recusa toste
conocimiento (le ello (aman lo prevé, por otra parte, el
citado artículo 18); o que se produzca la causal (le recu-
sación copio sería el caso del inciso S, que expresamente
dice que la causa (le recusación será el haber `omitido
opinión o dictamen u dado recome idaciune.s acerca del
pleito antes o después de courenzadd' lo que se contra-
dice con la disposición que establece que la recusación
sólo podrá llevarse a cabo en la primera presentación al
proceso,

El principio de la seriación radica en el sustractuni
de la justicia, cual es la imparcialidad del juez.

Artículo 9`.:

Resulta yiulatotio del principio constitucional de de-
fensa en .Juicio que "la interposición— de recursos que re-
sulten inadmisibles, justifiquen una dec•huación (le te-
meridad o malicia, ya que toda resolución judicial que
rechaza una petición lo hace por consideru'la "inadnii-
'tible'. Entiendo que debe nmrdificarse la redacción del
artículo en cuestión suprimiendo a continuación de la
palabra inadmisible la cuma y las palabras "o enva' v
reemplazarlas por la palabra 'por".

En el mismo artículo después de la palabra f inda-
mento, falta la palabra `que

Artículo 14:

La notificación notarial implica contrariar el principio
ele imparcialidad de la justicia.

El mismo artículo establece que la parte podría cum-
tratar un escribano.

No implica cuestionar la probidad de los escribanos,
sino hacer extensivo el principio del :utículo 17 (causales
ele recusación de los jueces).

La intervención de un contratado por una (le las partes
para un acto tan trascendental, conoo puede ser la notifi-
cación de una demanda, implica introducir una iuse,gu-
ridad jurídica.

Entiendo que a los efectos (le acelerar los prners, 5, es
preferible antpliar los supuestos de notificación por inr
perro (le la ley, que por otra parte, es el eriterio m;ryori-
tu ,, (le la doctrina.

Es importante señal;u, adenuis, que una (le las oficinas
(le la adnuinistracíóu (le justicia. que funciona con efi-
ciencia y rapidez. y sobre la cual no existen in versiones
ele cnnvptela, es la de notificaciones, por 1n que no
existen motivos que justifiquen una mudificacióu que
atenta contra la seguridad jurídica.

Artícrdo 15:

Entiendo apropiado que se'pueda notificar huera (le
domicilio, pero no con la identificación por testigos cono
principio, Na que ello implica usa nueva inseguridad.
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